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Departamento de Conducta de Mercado y Reclamaciones  

Memoria de Reclamaciones 2016 

Depósitos bancarios  
 

Introducción 

 

Entre los servicios bancarios que prestan las entidades de crédito se encuentra la 

captación de fondos reembolsables de sus clientes, especialmente en forma de 

depósitos, tanto a la vista (cuentas corrientes y de ahorro) como a plazo determinado, 

según la disponibilidad de los fondos y la prestación o no del servicio de caja como 

elemento intrínseco esencial que permite la realización de las operaciones de pago que se 

determinen. 

 

Como ya adelantamos en la Memoria de 2015, el 5 de febrero de 2016 entró en vigor la 

Orden ECC/2316/2015, de 4 de noviembre, relativa a las obligaciones de información y 

clasificación de productos financieros (BOE de 5 de noviembre), conocida como Orden de 

los «semáforos» o «números», por cuan to establece una clasificación de los productos 

financieros mediante una escala de seis colores y números (del 1 al 6). De ella interesa 

destacar que: 

 

 

- Obliga a las entidades de crédito comercializadoras de depósitos a incluir, tanto en 

sus comunicaciones publicitarias como en la información previa que ha de facilitar 

al cliente según el artículo 6 de la Orden EHA 2899/2011, un indicador del riesgo y, 

en su caso, unas alertas por liquidez y complejidad. 

 

- Resulta de aplicación a depósitos a la vista, de ahorro y a plazo, si bien se 

excluyen de su ámbito los depósitos estructurados. La exclusión se justifica en la 

norma porque, a partir del 31 de diciembre de 2016, los depósitos estructurados 

disponen de regulación específica coordina da a escala europea, tras la entrada en 

vigor del Reglamento (UE) n.º 1286/2014, de 26 de noviembre —más conocido por 

sus siglas en inglés, Key Information Documents (KID) for Packaged Retail and 

Insurance-based Investment Products (PRIIPS)—, que también con templa incluir 

en la información relativa a las principales características del producto un 

indicador de riesgo26. 

 

 

 

______________________ 

26  En el Reglamento se establecen los estándares mínimos del formato y contenido del documento de datos 

fundamentales denominado KID (Key Information Document), que deben elaborar los productores de los pro-

ductos de inversión vinculados o empaquetados y basados en seguros.  
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Aspectos comunes 

 

Las entidades de crédito, al aceptar en sus cuentas el depósito de fondos de sus clientes, 

han de cumplir, entre otras, una serie de obligaciones derivadas de la normativa de 

transparencia bancaria y de prevención del blanqueo de capitales. 

 

Identificación de los potenciales titulares 

 

En nuestro ordenamiento jurídico, es norma general que toda persona tiene capacidad 

para ser titular de derechos y obligaciones, es decir, tiene capacidad jurídica, si bien, y por 

lo que ahora nos ocupa, para abrir una cuenta y ser titular de ella, en tanto actos de 

administración, se necesita tener, además, capacidad de obrar (aptitud que se presupone, 

salvo en las excepciones a que nos referiremos, a todas las personas mayores de edad). 

 

Cuentas de incapaces 

 

Como se ha avanzado, pueden existir situaciones especiales que determinen que una 

persona sea declarada incapaz en sentencia judicial —en virtud de las causas 

establecidas en la Ley— recaída en el correspondiente procedimiento de incapacitación, 

la cual determinará el nombre de la persona que se designe como tutor o curador, en su 

caso, y establecerá los límites de ella, según se trate de una incapacitación total o parcial. 

Por tanto, para la apertura de un depósito y la disposición de este, la entidad tendrá que 

ajustar su actuación en estos supuestos al contenido de la sentencia de incapacitación. 

  

Las entidades han de partir de la presunción de la capacidad de obrar de quienes 

pretenden abrir una cuenta, ya que nadie puede ser declarado incapaz sino por sentencia 

judicial. Por lo tanto, para la apertura y disposición, en su caso, de una cuenta bancaria, 

salvo en situaciones especiales, es suficiente con que la persona sea mayor de 18 años (o 

mayor de 16 años, si está emancipada). 

 

En ocasiones los reclamantes denunciaron ante el DCMR que las entidades no habían 

actuado con diligencia, en la medida en que habían permitido disponer de fondos a 

personas que, bien por razón de su avanzada edad, o bien por padecer alguna 

enfermedad, en su opinión no estaban capacitadas para efectuar actos de disposición, y 

que la entidad debería haber denegado tales operaciones. 

 

Así, en el expediente R-201610457 la reclamante denunció ante el DCMR que la entidad 

habría permitido a su padre, a pesar de su avanzada edad —93 años— y el deterioro 

cognitivo que padecía, abrir una cuenta y contratar un servicio de banca electrónica, 

cancelando dichos contratos días más tarde. 

 

La entidad reclamada alegó que, a pesar de tratarse de una persona mayor, la empleada 

de la oficina que le atendió en ningún momento detectó que pudiera tener algún problema 

de senilidad, respondiendo a las preguntas que le fueron formuladas con cortesía y 

coherencia, indicando el interesado la necesidad de llevar a cabo los contratos de 

apertura de cuenta y banca electrónica, con motivo de su cambio de residencia, siendo 

acompañado por un familiar. 
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El DCMR señaló que, de conformidad con lo establecido en los artículos 199 y siguientes 

del Código Civil, nadie puede ser declarado incapaz si no es por sentencia judicial —en 

virtud de las causas establecidas en la Ley— recaída en el correspondiente procedimiento 

de incapacidad, por lo que, no habiendo quedado acreditado en el expediente que el 

padre de la reclamante hubiera sido declarado incapaz, en los términos antes indicados, 

cabía presumir su capacidad de obrar. 

 

Además, el DCMR indicó que no existía en el expediente la más mínima evidencia de que 

el Banco reclamado conociera, porque así le hubiera sido comunicado y acreditado, el 

deterioro cognitivo que ahora aducía la reclamante que padecía su padre, siendo que, de 

haber sido así, quizás la entidad podría haber adoptado alguna cautela, si bien el DCMR 

insistió en la presunción de la capacidad de obrar de una persona, hasta tanto no sea 

declarado incapaz por sentencia judicial, concluyendo que no cabía apreciar en el 

proceder del banco reclamado quebrantamiento de la normativa de transparencia de 

operaciones y protección de la clientela, ni tampoco vulneración de las buenas prácticas 

bancarias. 

 

Supuesto distinto fue el contemplado en el expediente R-201610046, en el que la 

reclamante denunciaba que, a pesar de su condición de representante legal de una 

persona declarada incapaz mediante sentencia judicial —tutora—, no podía realizar online 

consultas ni operaciones con la cuenta corriente de su representado. 

 

La entidad reclamada, tras reconocer el derecho que amparaba a la reclamante a actuar 

en representación de su tutelado, indicaba que era necesario formalizar un contrato 

multicanal —que requiere la apertura de una cuenta o contratación de un producto del 

banco asociado a él—, señalando, no obstante, que estaba estudiando alternativas para, 

en estos casos, permitir la operativa vía Internet, no estando disponibles en la actualidad. 

El DCMR indicó que la disposición de los fondos depositados en una cuenta corresponde, 

con carácter general, a su titular, por sí mismo o por su representante legal, si careciese 

de capacidad de obrar, siendo que la entidad debe disponer de los medios técnicos, 

materiales y humanos necesarios para garantizar que las personas con las que establece 

relación puedan gestionar adecuadamente sus fondos. 

 

Por tanto, siendo la reclamante, por su condición de representante legal y tutora, persona 

legitimada para disponer de la cuenta en nombre del titular que ha devenido incapaz, sin 

más limitaciones que las establecidas por el juez en la sentencia de incapacitación y no 

habiendo alegado ni acreditado la entidad que existiera algún tipo de limitación inequívoca 

en las condiciones generales o particulares del contrato, el DCMR concluyó que la 

condición de representante legal no puede suponer un impedimento en orden a disponer 

de la cuenta, por lo que el proceder de la entidad se estimó contrario a las buenas 

prácticas y usos financieros, al no facilitar a la reclamante el acceso a la operativa y 

gestión de la cuenta. 
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Cuentas de menores de edad 

 

Los menores de edad no emancipados, aunque tienen capacidad jurídica, no tienen 

capacidad de obrar y, como tales incapaces, solo podrán realizar válidamente negocios 

jurídicos (apertura y disposiciones de cuentas bancarias, en su consideración de actos de 

administración) a través de sus representantes legales.  

 

Por regla general, los padres o progenitores (quienes, en principio, ostentan la patria 

potestad), como legítimos representantes de los hijos menores no emancipados, podrán 

abrir cuentas bancarias a nombre de estos y efectuar ingresos, reintegros y demás actos 

dispositivos sobre ellas, pudiendo ser realizados dichos actos por ambos progenitores o 

por uno solo, con el consentimiento expreso o tácito del otro, salvo que nos encontremos 

ante actos relativos a derechos de la personalidad que el menor pueda realizar por sí 

mismo, aquellos en los que exista conflicto de intereses o los relativos a determinados 

bienes que quedan excluidos de la administración paterna, de acuerdo con lo establecido 

en la Ley. 

 

Sin embargo, los padres o progenitores pueden ser privados total o parcialmente de la 

patria potestad por sentencia judicial; no obstante, en casos de separación o divorcio, 

puede suceder que los progenitores acuerden en el convenio regulador, o que se decida 

judicialmente, que la patria potestad sea ejercida total o parcialmente por uno de los 

cónyuges, lo que quiere decir que el otro, pese a ostentar la patria potestad, se vea 

privado de algunos aspectos relativos a su ejercicio. En ocasiones, las reclamaciones 

planteadas ante el Departamento traen causa de las discrepancias existentes entre los 

progenitores en relación con las distintas interpretaciones que se efectúan de los términos 

del convenio regulador, siendo que en estos casos el DCMR ha señalado que 

corresponde a los jueces y tribunales de justicia determinar el alcance de lo acordado. 

 

Igualmente, en los casos en los que exista conflicto entre los progenitores, los 

competentes para dirimirlo serán los tribunales de justicia. No obstante, y hasta que dicha 

controversia fuera resuelta, en su caso, por la autoridad judicial, no resultaría contrario a 

las buenas prácticas el que las entidades, persistiendo las discrepancias y siéndoles 

cursadas órdenes contradictorias, procedieran a adoptar alguna medida cautelar; por 

ejemplo: requerir el consentimiento de ambos progenitores para efectuar operaciones con 

cargo a la cuenta, consignar los fondos, etc., en espera del correspondiente 

pronunciamiento judicial que resolviera la discrepancia entre los interesados. Véase a 

estos efectos lo recogido al respecto en los casos de modificación del régimen de 

disposición. 

 

Ante el DCMR se han planteado supuestos en los que una cuenta a nombre de un menor 

de edad no emancipado ha sido abierta sin el conocimiento y consentimiento de sus re-

presentantes legales —sus padres— (por ejemplo, por abuelos u otros familiares). En 

estos casos, el DCMR estimó que las entidades se habían apartado de las buenas 

prácticas financieras. 

 

En otros casos, el DCMR ha emitido pronunciamientos contrarios al proceder de las 

entidades por cuanto: 
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- Han procedido a dar de baja al progenitor reclamante como representante legal de 

sus hijos menores no emancipados en una cuenta a nombre de estos, a instancias 

del otro progenitor del que se había separado. 

 

- Han permitido efectuar disposiciones con cargo a la cuenta a una persona que no 

estaba legitimada para ello, al haber expirado su condición de representante legal 

del titular de la cuenta, tras alcanzar el titular, reclamante ante el DCMR, su 

mayoría de edad. 

 

Cuentas de personas jurídicas 

 

La entidad de crédito, antes de proceder a la apertura del depósito a nombre de una 

persona jurídica, debe requerir los correspondientes poderes, con el fin de proceder a su 

bastanteo, estableciendo quién y en qué condiciones —si existe un régimen de 

administración solidaria o mancomunada— puede actuar en nombre de la sociedad, 

debiendo actualizar periódicamente dicha información, siendo recomendable, por otra 

parte, que la sociedad, en su propio beneficio, comunique a la entidad, de manera 

inmediata, cualquier modificación en su representación. 

 

Cuentas de comunidades. Caso de las comunidades de propietarios 

 

Las comunidades de bienes son entes sin personalidad jurídica, pero cuentan con plena 

capacidad de obrar en el tráfico jurídico. 

 

En dicho contexto, este DCMR opina que nada empiece para que una comunidad de 

bienes, aunque carente de personalidad jurídica, al igual que una comunidad de 

propietarios, pueda ser titular de una cuenta, correspondiendo a los apoderados o 

autorizados por los comuneros la apertura, disposición y administración de ella conforme 

a lo establecido en los pactos internos de la comunidad de bienes o, en su defecto, en las 

reglas generales contenidas en los artículos 392 y siguientes del Código Civil. 

 

Se han planteado ante este DCMR algunas controversias que venían motivadas por el 

cambio de las personas que representaban a la comunidad o que estaban autorizadas 

para la apertura y disposición de las cuentas, existiendo discrepancias en el seno de la 

comunidad de propietarios sobre la legitimidad de tales personas para ostentar su 

representación, lo cual impedía que aquella pudiera llevar a cabo su operativa bancaria 

habitual. 

 

Sobre el particular, el DCMR señaló que, de persistir las discrepancias entre los 

comuneros, no podía considerarse contraria a las buenas prácticas bancarias la adopción 

de medidas de bloqueo y, en su caso, la consignación del saldo, comunicando 

previamente a los interesados dichas medidas, y ello ante la situación de conflicto interno 

de la comunidad, que es ajena a su actividad, y que la entidad debe actuar en defensa de 

los intereses de su cliente, que es la comunidad de propietarios. Asimismo, indicó que 

solo el pronunciamiento de los tribunales de justicia podría establecer la validez de los 

acuerdos de la junta de propietarios y la legitimidad de los cargos directivos de la 

comunidad, excediendo la competencia del DCMR la determinación de estas cuestiones. 

 



 
 
 

 

Cuentas de no residentes 

 

Las entidades registradas deberán hacer constar la condición de no residente del titular 

de la cuenta o depósito abierto, y consignar, a efectos de identificación de la cuenta, el 

número de pasaporte o número de identidad válido en su país de origen. 

  

La entidad registrada queda, además, obligada a requerir del titular de la cuenta de que se 

trate que, en el plazo de quince días desde su apertura, le haga entrega de la 

documentación acreditativa de la no residencia (en concreto, las personas físicas 

extranjeras deben aportar «certificación negativa de residencia expedida por el Ministerio 

de Interior con antelación máxima de dos meses»). Esta exigencia de acreditación de la 

condición de no residente debe ser confirmada por el titular de la cuenta con carácter 

periódico (cada dos años debe ser requerido por la entidad registrada para que aporte la 

certificación oportuna en el plazo máximo de tres meses). Por otra parte, las entidades 

modificarán la calificación de las cuentas afectadas cuando tengan constancia de que se 

han producido cambios en la condición de residentes o de no residentes en España de los 

clientes titulares de aquellas. 

 

Se han planteado ante este DCMR reclamaciones de clientes no residentes motivadas 

porque la entidad ha procedido al bloqueo de sus cuentas durante un determinado 

período, con las consecuencias que de ello se derivan en el caso de una cuenta a la vista, 

al no poder recibir y ordenar las operaciones de pago habituales. En tales supuestos, 

cuando la entidad acredita que dicho bloqueo obedece a la falta de cumplimentación de 

la declaración de residencia fiscal que había vencido, su proceder no podría considerarse, 

en principio, apartado de las buenas prácticas bancarias; pero para ello será necesario 

que se justifique debidamente que se efectuó la necesaria comunicación sobre la 

circunstancia del bloqueo y sus causas, y que fue advertido previamente, con antelación 

suficiente, de que, si no remitía la declaración de residencia fiscal firmada, se procedería a 

dicho bloqueo. 

 


